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2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior 
los actos correspondientes al trámite de audiencia a los inte-
resados, que se realizarán mediante la notificación personal. 
Los efectos del referido trámite se producirán a partir del día 
siguiente a aquel en que tenga lugar esta notificación.

Noveno. Reintegro.
1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y 

la exigencia del interés de demora correspondiente, desde el 
momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se 
acuerde la procedencia del reintegro en los casos previstos 
en el artículo 18, de la Orden de 8 de mayo de 2006, por la 
que se establecen las bases reguladoras de la concesión de 
subvenciones a microempresas, pequeñas y medianas empre-
sas (PYME) que realicen proyectos e inversiones en materia de 
prevención de riesgos laborales, y demás normativa general 
de aplicación.

2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del 
Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, cuando se produzca un exceso de las sub-
venciones percibidas de distintas Entidades públicas respecto 
del coste del proyecto o actividad, y aquéllas fueran compati-
bles entre sí, el beneficiario deberá reintegrar el exceso junto 
con los intereses de demora, uniendo las cartas de pago a la 
correspondiente justificación. El reintegro del exceso se hará 
a favor de las Entidades concedentes en proporción a las sub-
venciones concedidas por cada una de ellas.

No obstante, cuando sea la Administración la que advierta 
el exceso de financiación, exigirá el reintegro por el importe total 
del exceso, hasta el límite de la subvención otorgada por ella.

3. De acuerdo con lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del 
artículo 91 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones, cuando la subvención se 
hubiera concedido para financiar inversiones o gastos de dis-
tinta naturaleza, la ejecución deberá ajustarse a la distribución 
acordada en la resolución de concesión y, salvo que las bases 
reguladoras o la resolución de concesión establezca otra cosa, 
no podrán compensarse unos conceptos con otros. 

4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 92 del Re-
glamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, cuando transcurrido el plazo otorgado para la 
presentación de la justificación, ésta no se hubiera efectuado, 
se acordará el reintegro de la subvención, previo requerimiento 
al beneficiario para que en el plazo improrrogable de quince 
días sea presentada dicha justificación. 

Se entenderá incumplida la obligación de justificar cuando 
la Administración, en sus actuaciones de comprobación o con-
trol financiero, detectara que en la justificación realizada por el 
beneficiario se hubieran incluido gastos que no respondieran 
a la actividad subvencionada, que no hubieran supuesto un 
coste susceptible de subvención, que hubieran sido ya finan-
ciados por otras subvenciones o recursos, o que se hubieran 
justificado mediante documentos que no reflejaran la realidad 
de las operaciones.

En estos supuestos, sin perjuicio de las responsabilidades 
que pudieran corresponder, procederá el reintegro de la subven-
ción correspondiente a cada uno de los gastos anteriores cuya 
justificación indebida hubiera detectado la Administración.

5. Igualmente procederá el reintegro por incumplimiento 
de la adopción de las medidas de difusión de la financiación 
pública recibida, tal y como establece el artículo 18.1.d) de 
las bases reguladoras, en la forma que reglamentariamente 
se establezca.

Décimo. Habilitación.
Se faculta a la Directora General de Seguridad y Salud 

Laboral de la Consejería de Empleo para llevar a cabo cuantas 
actuaciones sean necesarias para la ejecución y aplicación de 
la presente Orden.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía administra-
tiva, cabe interponer, a elección del recurrente y al amparo de lo 
respectivamente dispuesto en los artículos 107.1, 116 y 117 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y 45 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, los recursos po-
testativos de reposición en el plazo de un mes desde el siguiente 
día al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía que habrá de interponerse ante este órgano y, en todo 
caso, el contencioso-administrativo ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalu-
cía en Sevilla, en los dos meses contados desde el siguiente día 
al de la publicación de esta Orden en el citado Boletín Oficial.

Sevilla, 18 de abril de 2008

ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA
Consejero de Empleo 

 ORDEN de 30 de abril de 2008, por la que se 
garantiza el funcionamiento del servicio público que 
prestan las empresas PAU Aseos Urbanos, S.A., y SER-
MASA, S.A., que prestan servicios de limpieza en los 
colegios y guarderías de la localidad de la Línea de la 
Concepción (Cádiz), mediante el establecimiento de 
servicios mínimos.

Por el Comité de empresa de PAU y el Delegado de per-
sonal de SERMASA en nombre y representación de los trabaja-
dores de las empresas PAU Aseos Urbanos, S.A., y SERMASA, 
S.A., que prestan sus servicios en La Línea de la Concepción 
(Cádiz), ha sido convocada huelga de forma indefinida a partir 
de las 00,00 horas del próximo día 8 de mayo de 2008 y que, 
en su caso, podrá afectar a todos los trabajadores de la men-
cionada empresa. 

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus in-
tereses, también contempla la regulación legal del estableci-
miento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento 
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de 
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos de 
huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o de 
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas ne-
cesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en ma-
teria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esen-
ciales de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente 
por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables». 

Es claro que las empresas PAU Aseos Urbanos, S.A., y 
SERMASA, S.A., que prestan servicios de limpieza en los co-
legios y guarderías de la localidad de La Línea de La Concep-
ción (Cádiz) prestan un servicio esencial para la comunidad, 
cual es el mantenimiento de la salubridad, y por ello la Admi-
nistración se ve compelida a garantizar dicho servicio esencial 
mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que la 
falta de salubridad en las citadas ciudades colisiona frontal-
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mente con el derecho a la salud proclamado en el artículo 43 
de la Constitución Española. 

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar 
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto 
último posible, de acuerdo con lo que disponen los precep-
tos legales aplicables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; 
artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; 
artículo 63.5 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real 
Decreto 4.043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo de 26 de 
noviembre de 2002; Decreto del Presidente 10/2008, de 19 
de abril, de las Vicepresidencias y sobre reestructuración de 
Consejerías, Decreto del Presidente 13/2008, por el que se 
designan Consejeros y Consejeras de la Junta de Andalucía, y 
la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada por los tra-
bajadores de las empresas PAU Aseos Urbanos, S.A., y SER-
MASA, S.A., que prestan servicios de limpieza en los colegios 
y guarderías de la localidad de La Línea de La Concepción 
(Cádiz) convocada con carácter indefinida a partir de las 00,00 
horas del día 8 de mayo de 2008 y que, en su caso, podrá 
afectar a todos los trabajadores de la mencionada empresa 
deberá ir acompañada del mantenimiento de los servicios mí-
nimos que figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte del 
personal necesario para el mantenimiento de los servicios esencia-
les mínimos determinados serán considerados ilegales a los efec-
tos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limitación 
alguna de los derechos que la normativa reguladora de la huelga 
reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco respecto 
de la tramitación y efectos de las peticiones que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía.

Sevilla, 30 de abril de 2008

ANTONIO FERNÁNDEZ GARCÍA
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social. 
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de 
Cádiz.

A N E X O

1 trabajador/a en su jornada habitual, por cada guar-
dería, centro escolar/colegio público, para la limpieza diaria 
de los comedores y cocinas -si los hubiere-, y para la de los 
aseos existentes en los mismos, según se ha indicado ante-
riormente. 

 ORDEN de 2 de mayo de 2008, por la que se 
garantiza el funcionamiento del servicio público que 
presta la empresa LIMASA, encargada del servicio de 
limpieza de colegios públicos dependientes del Excmo. 
Ayuntamiento de Cádiz, mediante el establecimiento de 
servicios mínimos.

Por el Comité de Empresa ha sido convocada huelga en 
la empresa LIMASA, que presta el servicio de limpieza de co-
legios públicos dependientes del Excmo. Ayuntamiento de Cá-

diz, con carácter de indefinida desde las 00,00 horas del día 
12 de mayo de 2008 y que, en su caso, podrá afectar a todos 
los trabajadores de la mencionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus in-
tereses, también contempla la regulación legal del estableci-
miento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento 
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de 
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos de 
huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o de 
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas ne-
cesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en ma-
teria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esen-
ciales de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente 
por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables». 

 Es claro que la empresa LIMASA, que presta el servicio 
de limpieza colegios públicos dependientes del Excmo. Ayun-
tamiento de Cádiz, presta un servicio esencial para la comu-
nidad, cual es el mantenimiento de la salubridad, y por ello 
la Administración se ve compelida a garantizar dicho servicio 
esencial mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto 
que la falta de salubridad en las citadas ciudades colisiona 
frontalmente con el derecho a la salud proclamado en el ar-
tículo 43 de la Constitución Española. 

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar los 
servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto último 
posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos legales 
aplicables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; artículo 10.2 
del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artículo 17.2 del 
Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real Decreto 4.043/1982, 
de 29 de diciembre; Acuerdo de Consejo de Gobierno de 26 de 
noviembre de 2002, Decreto del Presidente 10/2008, de 19 de 
abril, de las vicepresidencias y sobre reestructuración de Con-
sejerías, Decreto del Presidente 13/2008, de 19 de abril, por 
el que se designan los Consejeros y Consejeras de la Junta de 
Andalucía y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada por los tra-
bajadores de la empresa LIMASA, que presta el servicio de 
limpieza de los Colegios Públicos dependientes del Excmo. 
Ayuntamiento, que se llevará a efecto con carácter indefinida 
desde las 00,00 horas del día 12 de mayo de 2008, deberá ir 
acompañada del mantenimiento de los servicios mínimos que 
figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limita-
ción alguna de los derechos que la normativa reguladora de 
la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco 
respecto de la tramitación y efectos de las peticiones que la 
motiven.


